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   1. Norma acusada
 
LEY 181 DE 1995
(Enero 18)
 
por el cual se dictan disposiciones para el fomento del deporte, la recreación, el aprovechamiento del tiempo libre y la Educación Física y se crea el Sistema Nacional del Deporte.
 
(…)
 
Artículo 45. Modificado por el artículo 5º de la Ley 1389/10. El Estado garantizará una pensión vitalicia[1] estímulo a las glorias del deporte nacional. En tal sentido deberá apropiarse, de las partidas de los recursos de la presente Ley, un monto igual a la suma de cuatro (4) salarios mínimos mensuales, por deportista que ostente la calidad de tal, cuando no tenga recursos o sus ingresos sean inferiores a cuatro (4) salarios mínimos legales. 
 
Además, gozarán de los beneficios del régimen subsidiado del sistema general de seguridad social en salud, cuando no estén cubiertos por el régimen contributivo.
 
Parágrafo. Se entiende por glorias del deporte nacional a quienes hayan sido medallistas en campeonatos mundiales oficiales reconocidos por el Comité Olímpico Colombiano o medallistas de Juegos Olímpicos.”
  
2. Fundamentos de la decisión
 
La Corte concluyó que la norma demandada, que prevé un estímulo económico a las “glorias del deporte”, esto es, los medallistas olímpicos y campeones mundiales, no configura una prestación propia del sistema de seguridad social en pensiones. En contrario, es un incentivo derivado de la responsabilidad estatal en materia de fomento del deporte, a través del gasto público social para las actividades deportivas. Solucionado este tópico, la Sala abordó el estudio del problema jurídico relativo a determinar si viola el principio de igualdad y el mandato constitucional de fomento al deporte, la norma legal que somete la concesión del estímulo económico, reconocido a los deportistas que han obtenido los más importantes logros internacionales, a que se presenten condiciones socioeconómicas particulares, como que sus ingresos sean menores a cuatro salarios mínimos mensuales. 
 
La respuesta al cargo planteado fue negativa. Para sustentar esta conclusión se recopilaron las reglas jurisprudenciales sobre el principio de igualdad, a fin de determinar que el derecho constitucional acepta que el legislador imponga tratamientos diferenciados, bajo condiciones de razonabilidad y proporcionalidad, respecto de individuos o grupos que estén en circunstancias de debilidad manifiesta o hayan sido históricamente discriminados. Esto con el objetivo de asegurar el mandato constitucional de promoción de la igualdad de oportunidades. De otro lado, la Corte determinó que la focalización del gasto público social a favor de los grupos marginados es constitucionalmente admisible, puesto que en un entorno de recursos económicos escasos, criterios de priorización de ese gasto permiten una distribución equitativa de los bienes sociales. 
 
Basada en estas premisas, la Sala concluyó que el aparte normativo acusado se ajusta a la Constitución. Se trata de una medida de focalización del gasto público social en materia de promoción al deporte que cumple con una finalidad constitucionalmente legítima, como es la citada promoción del deporte bajo el criterio de igualdad de oportunidades. Además, es idónea para cumplir ese fin, puesto que si el criterio de distribución es el nivel de ingreso del potencial beneficiario del estímulo, es evidente que la medida necesaria para ello es prever determinado tope de recursos por debajo del cual se hace acreedor de la prestación. Esta distinción permite discriminar afirmativamente entre las glorias del deporte que tienen mayores ingresos, quienes no serían elegibles para acceder al estímulo, respecto de quienes están en situación de marginalidad o de recursos más escasos, que adquieren la condición de beneficiarios de la prestación. Finalmente, la medida no se muestra desproporcionada, en la medida en que si parte de considerar que el objetivo del incentivo es promover la igualdad de oportunidades de las glorias del deporte de menores recursos a partir de un estímulo económico estatal, es claro que aquellos deportistas connotados que tienen un nivel de ingreso que les permite acceder a los bienes sociales sin necesidad de medidas estatales de promoción, en nada ven afectados sus derechos constitucionales por el hecho de no percibir el estímulo.
 
3. Decisión.
 
Declarar EXEQUIBLE, por los cargos analizados en esta sentencia, la expresión “cuando no tenga recursos o sus ingresos sean inferiores a cuatro (4) salarios mínimos mensuales legales.”, prevista en el artículo 45 de la Ley 181 de 1995 “por el cual se dictan disposiciones para el fomento del deporte, la recreación, el aprovechamiento del tiempo libre y la Educación Física y se crea el Sistema Nacional del Deporte.” 
 
4. La magistrada MARÍA VICTORIA CALLE CORREA se reservó la posibilidad de aclarar el voto.
